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Injustificado  

Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa 

Cabán, la Juez Nieves Figueroa y la Juez Jiménez 

Velázquez1 

 

Figueroa Cabán, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a 2 de mayo de 2019. 

Comparece FirstBank of Puerto Rico, en adelante 

FirstBank o el apelante, y solicita que revoquemos una 

Sentencia emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de San Juan, en adelante TPI.  

Mediante la misma, se determinó que el despido del Sr. 

Gonzalo Figueroa Rodríguez, en adelante el señor 

Figueroa o el apelado, fue injustificado, todo ello al 

amparo del procedimiento sumario de la Ley Núm. 2 de 

17 de octubre de 1961, infra. 

 Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, se desestima el recurso de apelación, 

por falta de jurisdicción, por tardío.  

-I- 

El 11 de enero de 2019 el TPI notificó una 

Sentencia dictada el 10 del mismo mes y año, en virtud 

de la cual declaró Ha Lugar una Demanda por Despido 

                                                 
1 Debido a que el Hon. Carlos G. Salgado Schwarz se encuentra fuera 
del tribunal, se designa a la Hon. Nélida Jiménez Velázquez para 

entender y votar en el caso de epígrafe. Véase, Orden 

Administrativa Núm. TA-2019-091. 
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Injustificado, Represalia y Daños y Perjuicios, 

presentada por el señor Figueroa al amparo del 

procedimiento sumario de la Ley Núm. 2 de 17 de 

octubre de 1961, infra.2  

Oportunamente FirstBank presentó una Solicitud de 

Reconsideración de Sentencia y Solicitud de 

Determinaciones de Hechos y de Derecho Adicionales.3 

Así las cosas, el 26 de marzo de 2019, el TPI 

notificó una Resolución mediante la cual denegó la 

solicitud de reconsideración.4 

 Insatisfecho, el 25 de abril de 2019 el apelante 

presentó un Escrito de Apelación en el que alega que 

el TPI cometió los siguientes errores: 

ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 

INSTANCIA, SALA DE SAN JUAN AL DETERMINAR 

EN SU SENTENCIA QUE EL CASO SE SIGUIÓ 

BAJO EL PROCESO SUMARIO AUN CUANDO EL 

DEMANDANTE RENUNCIÓ AL MISMO AL UTILIZAR 

VARIOS MÉTODOS DE DESCUBRIMIENTO DE 

PRUEBA, DILATÓ EL PROCESO CANCELANDO 

VISTAS DE CONFERENCIA CON ANTELACIÓN A 

JUICIO Y NO RECLAMÓ LA APLICACIÓN DE LA 

LEY 2 COMO PARTE DE SU DERECHO APLICABLE 

EN EL INFORME DE CONFERENCIA CON 

ANTELACIÓN A JUICIO Y PORQUE EL TRIBUNAL 

NO SIGUIÓ EL PROCESO SUMARIO. 

 

ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 

INSTANCIA, SALA DE SAN JUAN, AL AQUILATAR 

LA PRUEBA Y DETERMINAR QUE EL DEMANDANTE 

FUE HOSTIGADO Y DESPEDIDO SIN JUSTA CAUSA 

A PESAR DEL INCIDENTE VIOLENTO QUE 

PERSONIFICÓ Y DURANTE EL CUAL VIOLENTÓ EL 

MANUAL DEL EMPLEADO Y EL CÓDIGO DE 

CONDUCTA ÉTICA, POR LO QUE, NO PROCEDÍA 

LA DISCIPLINA PROGRESIVA, DISTANCIÁNDOSE 

EL TPI DE LO RESUELTO EN EL CASO ELBA 

TORRES v. CENTRO DE PATOLOGIA AVANZADA, 

2015 T.S.P.R. 136. 

 

ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 

INSTANCIA, SALA DE SAN JUAN, AL AQUILATAR 

LA PRUEBA Y DETERMINAR QUE EL DEMANDANTE 

FUE OBJETO DE REPRESALIAS Y MERECEDOR DE 

SU REINSTALACIÓN A PESAR DE QUE ESTE NO 

                                                 
2 Apéndice del Apelante, Sentencia, págs. 176-196.  
3 Id., Solicitud de Reconsideración de Sentencia y Solicitud de 

Determinaciones de Hechos y de Derecho Adicionales, págs. 197-

212.  
4 Id., Resolución, págs. 227-229.  
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SOLICITÓ LA MISMA EN LA DEMANDA 

PRESENTADA.  

 

Conforme la Regla 7 (B) (5) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, este Tribunal puede 

“prescindir de términos no jurisdiccionales, 

específicos,” escritos, notificaciones o 

procedimientos adicionales, ello “con el propósito de 

lograr su más justo y eficiente despacho…”. En 

consideración a lo anterior, eximimos a la parte 

apelada de la presentación de su alegato en oposición.5 

Luego de revisar el escrito de apelante y los 

documentos que obran en autos, estamos en posición de 

resolver.  

-II- 

A. 

La Ley Núm. 133 de 6 de agosto de 2014, Ley Núm. 

133-2014, enmendó la Ley Núm. 2 de 17 de octubre de 

1961,6 en adelante Ley Núm. 2, para atemperar la Ley 

Núm. 201 de 22 de agosto de 2003, según enmendada, 

conocida como la Ley de la Judicatura del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico de 2003. 

En lo aquí pertinente, el Artículo 5 de la Ley 

Núm. 133-2014 enmendó la Sección 9 de la Ley Núm. 2 

dispone: 

Cualquiera de las partes que se 

considere perjudicada por la sentencia 

emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia podrá interponer recurso de 

apelación ante el Tribunal de 

Apelaciones, en el término 

jurisdiccional de diez (10) días, 

computados a partir de la notificación 

de la sentencia del Tribunal de Primera 

Instancia.7 

 

                                                 
5 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 7 (B) (5). 
6 32 LPRA secs. 3118-3132. 
7 32 LPRA sec. 3127. (Énfasis suplido). 
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En Patiño Chirino v. Parador Villa Antonio,8 el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico, en adelante TSPR, 

interpretó dicho artículo en relación con el mecanismo 

de reconsideración y concluyó:    

[L]as enmiendas recientes al estatuto 

reflejan la intención del legislador de 

extender el carácter sumario de la ley a 

la etapa apelativa. Por consiguiente, y 

en atención a los fines que persigue la 

ley y a la política pública que la 

inspira, concluimos que la moción de 

reconsideración es incompatible con el 

procedimiento sumario laboral provisto 

por la Ley Núm. 2.9 

  

En otras palabras, en los procedimientos sumarios 

bajo la Ley Núm. 2, las partes no tienen disponible el 

recurso de reconsideración. Por tal razón, de estar 

inconformes con el resultado, la parte afectada por la 

determinación tiene que acudir directamente al foro de 

superior jerarquía mediante el recurso de apelación en 

el término jurisdiccional de 10 días a partir de la 

notificación de la sentencia.  

B. 

El TSPR ha resuelto que los tribunales deben ser 

celosos guardianes de su jurisdicción, viniendo 

obligados a considerar dicho asunto aún en ausencia de 

señalamiento a esos efectos por las partes, esto es, 

motu proprio.10 Así, el tribunal que no tiene la 

autoridad para atender un recurso, sólo tiene 

jurisdicción para así declararlo y desestimar el 

caso.11 En síntesis, no tenemos discreción para asumir 

                                                 
8 Patiño Chirino v. Parador Villa Antonio, 196 DPR 439 (2016). 
9 Id., págs. 449-450. (Citas omitidas). 
10 Pérez Soto v. Cantera Pérez, Inc. et al., 188 DPR 98, 105 

(2013); Juliá v. Epifanio Vidal, S.E., 153 DPR 357, 362 (2001); 

Vázquez v. A.R.P.E., 128 DPR 513, 537 (1991); López Rivera v. 

Aut. de Fuentes Fluviales, 89 DPR 414, 419 (1963). 
11 Lozada Sánchez v. J.C.A., 184 DPR 898, 909 (2012); Caratini v. 

Collazo, 158 DPR 345 (2003); Vega Rodríguez v. Telefónica, 156 

DPR 584, 595 (2002); Pagán v. Alcalde Mun. de Cataño, 143 DPR 

314, 326 (1997). 
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jurisdicción donde no la hay.12 Por lo cual la falta de 

jurisdicción no puede ser subsanada, ni el Tribunal 

puede abrogársela.13  

Como ha sido consistentemente reiterado, la 

inobservancia de un requisito jurisdiccional no admite 

justa causa y “[c]ontrario a un término de 

cumplimiento estricto, el término jurisdiccional es 

fatal, improrrogable e insubsanable, rasgos que 

explican por qué no puede acortarse, como tampoco es 

susceptible de extenderse”.14  

C. 

Finalmente, la Regla 83 (B) y (C) del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones dispone:  

(B) Una parte podrá solicitar en 

cualquier momento la desestimación de un 

recurso por los motivos siguientes: 

 

(1) que el Tribunal de Apelaciones 

carece de jurisdicción; 

 

[. . . . . . . .] 

 

(C) El Tribunal de Apelaciones, a 

iniciativa propia, podrá desestimar un 

recurso de apelación o denegar un auto 

discrecional por cualesquiera de los 

motivos consignados en el inciso (B) 

precedente.15 

 

-III- 

 Surge del expediente que el 11 de enero de 2019 

el TPI notificó la Sentencia apelada. Conforme a la 

normativa previamente expuesta, el apelante tenía un 

término jurisdiccional de 10 días o hasta el 21 de 

enero de 2019, para presentar su recurso de apelación. 

                                                 
12 Ponce Fed. Bank v. Chubb Life Ins. Co., 155 DPR 309, 331 

(2001); Gobernador de P.R. v. Alcalde de Juncos, 121 DPR 522, 530 

(1988). 
13 Peerless Oil v. Hermanos Torres Pérez, 186 DPR 239, 249 (2012); 

Szendrey v. F. Castillo, 169 DPR 873, 883 (2007); Martínez v. 

Junta de Planificación, 109 DPR 839, 842 (1980); Maldonado v. 

Pichardo, 104 DPR 778, 782 (1976). 
14 Martínez, Inc. v. Abijoe Realty Corp., 151 DPR 1, 7 (2000); 

Vázquez v. ARPE, supra, pág. 537; Pueblo v. Miranda Colón, 115 DPR 

511, 513 (1984). 
15 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83 (B) y (C). 
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Por ser este un día feriado, dicho término se prorrogó 

automáticamente al 22 de enero de 2019. Presentado el 

25 de abril de 2019, el recurso es tardío y no tenemos 

jurisdicción para atenderlo.  

De la parte dispositiva de esta sentencia se 

desprende que la moción de reconsideración del 

apelante no interrumpió el término para apelar.  Ello 

obedece a que en los procedimientos bajo la Ley Núm. 

2, dicho recurso no está disponible para las partes. 

Finalmente, con relación al primer señalamiento 

de error, basta citar las expresiones del TPI quien, 

por su condición de foro sentenciador, conoce el 

trámite del recurso ante nos mejor que este tribunal 

intermedio: “[e]l presente caso se presentó bajo el 

procedimiento sumario y nunca fue convertido a un 

procedimiento [ordinario] mediante determinación de 

este Tribunal”.16 

-IV- 

Por las razones previamente expuestas, se 

desestima el recurso de apelación, por falta de 

jurisdicción, por tardío. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

        Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

        Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
16 Apéndice del Apelante, Resolución, pág. 229. 


